
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXO IV 

 

DECLARACIÓN ARTÍCULO 71 LCSP 9/2017, CUMPLIMIENTO DE LAS 

OBLIGACIONES TRIBUTARIAS Y CON LA SEGURIDAD SOCIAL, EXCLUSIÓN 

PARAÍSOS FISCALES Y ADHESIÓN A CONDICIONES ESPECIALES DE 

EJECUCIÓN, Y COMPROMISO MEDIOS TÉCNICOS Y HUMANOS Y SEGURO. 

 

 

_____________________________________________ con DNI ____________, en 

nombre propio o en representación de la empresa __________________________ 

_________________ con NIF _______________y domicilio en________________ 

___________________________,  

 

DECLARA BAJO JURAMENTO 

 

Que no me encuentro en ninguno de los casos de prohibición, incapacidad e incom-

patibilidad que determina el artículo 71 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, Ley de 

contratos del sector público, que a continuación se transcribe:  

 

1. No podrán contratar con el sector público las personas en las que se dé alguna de 

las circunstancias siguientes: 

 

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de terrorismo, consti-

tución o integración de una organización o grupo criminal, asociación ilícita, financia-

ción ilegal de los partidos políticos, tráfico de seres humanos, corrupción en los 

negocios, tráfico de influencias, soborno, fraudes, delitos contra la Hacienda Pública y 

la Seguridad Social, delitos contra los derechos de los trabajadores, prevaricación, 

malversación, negociaciones prohibidas a los funcionarios, blanqueo de capitales, 

delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patri-

monio histórico y el medio ambiente, o la pena de inhabilitación especial para el ejer-

cicio de profesión, oficio, industria o comercio. La prohibición de contratar afecta las 

personas jurídicas que sean declaradas penalmente responsables, y a aquellas los 

administradores o representantes, lo sean de hecho o de derecho, vigente su cargo o 

representación y hasta su cese, se encontraran en la situación mencionada en este 

apartado.  

 

b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia profe-

sional que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de falsea-

miento de la competencia, de integración laboral y de igualdad de oportunidades y no 

discriminación de las personas con discapacidad, o de extranjería, en conformidad 

con el que establece la normativa vigente; o por infracción muy grave en materia me-

dioambiental en conformidad con lo que establece la normativa vigente, o por infrac-
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ción muy grave en materia laboral o social, de acuerdo con lo que dispone el texto 

refundido de la Ley sobre infracciones y sanciones en el orden social, aprobado por el 

Real decreto legislativo 5/2000, de 4 de agosto, así como por la infracción grave pre-

vista en el artículo 22.2 del mencionado texto. 

 

c) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declaradas in-

solventes en cualquier procedimiento, encontrarse declaradas en concurso, salvo que 

en este haya adquirido eficacia un convenio o se haya iniciado un expediente de 

acuerdo extrajudicial de pagos, estar sujetos a intervención judicial o haber sido inha-

bilitados de acuerdo con la Ley 22/2003, de 9 de julio, concursal, sin que haya con-

cluido el periodo de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso. 

 

d) No encontrarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de 

Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en los términos que se 

determinen por; o en el caso de empresas de 50 o más trabajadores, no cumplir el 

requisito que al menos el 2 por ciento de sus empleados sean trabajadores con dis-

capacidad, de acuerdo con el artículo 42 del Real decreto legislativo 1/2013, de 29 de 

noviembre , por el cual se aprueba el texto refundido de la Ley general de derechos 

de las personas con discapacidad y de su inclusión social, en las condiciones que se 

determinen por; o en el caso de empresas de más de 250 trabajadores, no cumplir 

con la obligación de contar con un plan de igualdad de acuerdo con el que dispone el 

art. 45 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad de mujeres y 

hombres. En relación con el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o con la 

Seguridad Social, se considerará que las empresas se encuentran al corriente en el 

mismo cuando las deudas estén aplazadas, fraccionados o se haya acordado la sus-

pensión con ocasión de la impugnación de estas deudas. La acreditación del cumpli-

miento de la cuota de reserva de puestos de trabajo del 2 por ciento para personas 

con discapacidad y de la obligación de contar con un plan de igualdad a que se refie-

re el primer párrafo de esta letra se hará mediante la presentación de la declaración 

responsable a que se refiere el artículo 140. No obstante, en lo que dispone el párrafo 

anterior, el Consejo de Ministros, intermediando Real Decreto, podrá establecer una 

forma alternativa de acreditación que, en todo caso, será bien mediante certificación 

del órgano administrativo correspondiente, con vigencia mínima de seis meses, o 

bien mediante certificación del correspondiente Registro de Licitadores, en los casos 

en que esta circunstancia figure inscrita al mismo.  

 

e) Haber incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable a que se refiere 

el artículo 140 o al facilitar cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y sol-

vencia, o haber incumplido, por causa que le sea imputable, la obligación de comuni-

car la información que prevén el artículo 82.4 y en el artículo 343.1.  

 

f) Estar afectado por una prohibición de contratar impuesta en virtud de sanción ad-

ministrativa firme, de acuerdo con el que prevé la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 

general de subvenciones, o la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, general tributaria. La 

presente causa de prohibición de contratar dejará de aplicarse cuando el órgano de 

contratación, en aplicación de lo que dispone el artículo 72.1, compruebe que la em-

presa ha cumplido sus obligaciones de pago o celebrado un acuerdo vinculante con 

vistas al pago de las cantidades debidas, incluidos si se tercia los intereses acumula-

dos o las multas impuestas. 

 

g) Estar sometida la persona física o los administradores de la persona jurídica en 

alguno de los supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio 

del alto cargo de la Administración General del Estado o las respectivas normas de 

las Comunidades autónomas, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibi-
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lidades del personal al Servicio de las Administraciones Públicas o tratarse de cual-

quier de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 

régimen electoral general, en los términos que establece la misma. La prohibición 

incluye a las personas jurídicas que participen en el capital, en los términos y cuan-

tías establecidas en la legislación mencionada, el personal y los altos cargos a que se 

refiere el párrafo anterior, así como los cargos electos al servicio de estas. La prohibi-

ción se extiende igualmente, en ambos casos, a los cónyuges, personas vinculadas 

con análoga relación de convivencia afectiva, ascendentes y descendientes, así como 

a parientes en segundo grado por consanguinidad o afinidad de las personas a que 

se refieren los párrafos anteriores, cuando se produzca conflicto de intereses con el 

titular del órgano de contratación o los titulares de los órganos en que se hubiera 

delegado la facultad para contratar o los que ejerzan la sustitución del primero. 

 

h) Haber contratado personas respecto de las cuales se haya publicado en el «Bole-

tín Oficial del Estado» el incumplimiento a que se refiere el artículo 15.1 de la Ley 

3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración 

General del Estado o en las respectivas normas de las comunidades autónomas, por 

haber pasado a prestar servicios en empresas o sociedades privadas directamente 

relacionadas con las competencias del cargo ejercido durante los dos años siguientes 

a la fecha de cese en el mismo. La prohibición de contratar se mantiene durante el 

tiempo que permanezca dentro de la organización de la empresa la persona contra-

tada con el límite máximo de dos años a contar del cese como alto cargo. 

 

2. Además de las previstas en el apartado anterior, son circunstancias que impiden a 

los empresarios contratar con las administraciones públicas las siguientes: 

 

a) Haber retirado indebidamente su proposición o candidatura en un procedimiento de 

adjudicación, o haber imposibilitado la adjudicación del contrato a su favor por no 

cumplir lo que establece el apartado 2 del artículo 150 dentro del plazo señalado exis-

tiendo fraude, culpa o negligencia. 

 

b) Haber dejado de formalizar el contrato, que ha sido adjudicado en su favor, en los 

plazos que prevé el artículo 153 por causa imputable al adjudicatario. 

 

c) Haber incumplido las cláusulas que son esenciales en el contrato, incluyendo las 

condiciones especiales de ejecución establecidas de acuerdo con lo que señala el 

artículo 202, cuando el incumplimiento haya sido definido en los pliegos o en el con-

trato como infracción grave, concurriendo duelo, culpa o negligencia en el empresa-

rio, y siempre que haya dado lugar a la imposición de penalidades o la indemnización 

de daños y perjuicios.  

 

d) Haber dado lugar, a causa de la cual hubieran sido declarados culpables, a la reso-

lución firme de cualquier contrato celebrado con una entidad de las comprendidas en 

el artículo 3 de esta Ley. 

 

3. Las prohibiciones de contratar también afectan las empresas de las que, por razón 

de las personas que las rigen u otras circunstancias, se puede presumir que son con-

tinuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras empresas en 

las cuales hubieran concurrido aquellas. 

 

OTROSÍ DECLARA BAJO JURAMENTO 

 

Que la empresa se encuentra al corriente del cumplimiento de las obligaciones tribu-

tarias con la Seguridad Social y con el Ayuntamiento de Palma de Mallorca, impues-
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tas por las disposiciones vigentes, así como estar de alta en el impuesto de activida-

des económicas. 

 

Que como empresa mantenemos una conducta fiscal responsable y no utilizamos 

paraísos fiscales para hacer fraude. Que no tenemos la sede social ni formamos par-

te de una matriz industrial, con domicilio en paraísos fiscales. 

 

Que la empresa se adhiere y presta conformidad a las condiciones especiales de 

ejecución establecidas en la cláusula M del cuadro anexo. 

 

ASÍ MISMO ME COMPROMETO 

 

Que si soy titular de la oferta económicamente más ventajosa dedicaré o adscribiré a 

la ejecución del contrato los medios personales y/o materiales suficientes para ello. 

 

Que si soy titular de la oferta económicamente más ventajosa aportaré documenta-

ción que acredite la cobertura de la responsabilidad civil y responsabilidad civil profe-

sional por el importe que se señala en el apartado T del cuadro anexo. 

 

 En                  ,       de           de 2021 

 

(Lugar, fecha y firma del licitador/a) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 


